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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 09/2014

MODALIDAD:  EQUIDAD

DEMANDANTE.-  D. XXXXX
DEMANDADA.-  XXXXX
LAUDO 02 / 2015
En Cuenca, a cuatro de agosto de dos mil quince.

Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXX, en la localidad de XXX, XXXX, provisto con D.N.I. nº XXXX, nombrado Árbitro Único en el expediente número  AR – 09/2014, en virtud de Resolución de de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en EQUIDAD las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes 
ANTECEDENTES

I.-  PRETENSIONES DE D. XXXX ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIO ANTE LA ENTIDAD XXXX
DON XXXXX, con D.N.I. nº XXXX, estando legitimado activamente en este procedimiento, dada su condición de socio de la cooperativa agroalimentaria  XXXXX, en su escrito inicial de fecha 15 de octubre de 2014 de solicitud de arbitraje en la modalidad de equidad – que fue objeto de requerimiento de subsanación, cumplimentado por el demandante en fecha 03 de diciembre de 2014 -, que dieron lugar al presente expediente arbitral, en el que se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  En el citado escrito de fecha 15 de octubre de 2014, el actor señala que la causa última de iniciar el presente arbitraje se fundamenta en el Auto XX/XX, de fecha 23 de junio de 2014, dictado por el Juzgado de Primera Instancia Nº X de XXX(XXX), que fue declarado firme por Diligencia de fecha 31 de julio de 2014, dictados ambos en la tramitación del Procedimiento Ordinario nº XX/XX, en el que se impugnaba por el socio don XXXX el acuerdo adoptado por la Asamblea General de XXXX en fecha 28 de junio de 2013, desestimatorio de su impugnación, así como el acuerdo del Consejo Rector de liquidación de sus aportaciones de fecha 12 de marzo de 2013.

En el referido procedimiento judicial, la Cooperativa formuló ante el Juzgado la excepción declinatoria de jurisdicción, la cual fue aceptada y se procedió a su abstención en esta controversia a favor del procedimiento arbitral.

SEGUNDO.-  Dada la reconocida competencia de este órgano arbitral, el demandante comenzó señalando su cualidad de socio de la Cooperativa demandada, y que presentó escrito en fecha 23 de agosto de 2012 comunicando un preaviso con su baja voluntaria, aunque ya reconoce en su demanda que no constaba en dicho documento la fecha de efectos de dicha baja.

TERCERO.-  La Cooperativa demandada comunicó por conducto notarial fechado el 29 de abril de 2013, y según se señala el propio documento público, habiendo sido remitido idéntica documentación por burofax con fecha de imposición 18 de marzo de 2013, compuesta, entre otros, por los siguientes escritos:
a) Certificación del Secretario de la Cooperativa de 29 de abril de 2013, en la que se recoge el acuerdo para comparecer ante fedatario público al efecto de otorgar dicho requerimiento.

b) Notificación del Consejo Rector de fecha 12 de marzo de 2013 en la que comunicaba al socio demandante que la citada baja voluntaria se calificó como INJUSTIFICADA por acuerdo del Consejo Rector de fecha 26 de octubre de 2012 – con efectos de dicha baja desde el 29 de agosto de 2013 - y que se procedió por acuerdo del órgano de administración a la liquidación y reembolso de las participaciones cooperativas del actor.

c) En la citada liquidación resultaba un saldo a favor de la Cooperativa por un importe de 223.153,11 euros, dando plazo para su abono de seis meses al socio.
CUARTO.- El socio señala que las Cuentas Anuales empleadas para realizar la liquidación son las correspondientes al ejercicio 2011/2012, cuyo ejercicio se cierra en fecha 31 de agosto de 2012, y cuyas cuentas se aprobaron en la Asamblea General Ordinaria celebrada el 21 de diciembre de 2012, habiendo transcurrido más de cuatro meses para efectuar la notificación de la liquidación y reembolso de sus aportaciones.
QUINTO.- Respecto a la liquidación practicada, el socio se opone a diversos conceptos que se le aplican en la misma como deudor frente a la Sociedad Cooperativa, así:

a) Facturas pendientes de pago: 1.404,52 euros; dado que no se habrían incorporado las referidas facturas que lo acrediten.

b) Parte proporcional aportaciones obligatorias pendientes: 38.623,08 euros; por considerar dicho concepto también carente de acreditación.

c) Parte proporcional deudas entidad por inversiones: 207.551,86 euros; en que se reproducen los mismos motivos para su oposición.
d) Deducción 20% en la cuantía de sus participaciones obligatorias: 10.591,81 euros.
e) Daños y perjuicios sobre la parte proporcional gastos generales: 18.331,13 euros.

SEXTO.-   Recoge el demandante que en fecha 29 de mayo de 2013 interpuso recurso ante la Asamblea General contra el acuerdo del Consejo Rector de liquidación de sus aportaciones obligatorias.
SÉPTIMO.-   En fecha 28 de agosto de 2013 se notifica al demandante la ratificación del acuerdo del Consejo por parte de la Asamblea, cuyo contenido rechaza el socio por los siguientes motivos:

a) No se expresa de forma literal si se ha estimado o desestimado el recurso formulado, por lo que debe entenderse que si se estimó.

b) Carece de cualquier motivación o razonamiento la citada resolución, por lo que genera indefensión al actor.

c) No haber sido notificado de la convocatoria de la Asamblea celebrada para así ejercer su derecho de defensa.

d) A juicio del demandante no se habrían cumplido los requisitos legales y estatutarios que se precisan para la convocatoria y celebración de la mencionada Asamblea.

e) Finalmente, señala el demandante que en ningún momento se habría respetado el derecho de información del socio por parte de la Cooperativa ante sus requerimientos.

OCTAVO.-  Por parte del demandante en cuanto a la fundamentación o argumentos jurídicos, alega únicamente en base a la simple reproducción literal de los artículos 7, 28, 29, 35, 36, 42, 45, 46, 51, 54, 82 y 85; todos ellos correspondientes a la vigente Ley de Cooperativas regional, junto con la invocación genérica a los Estatutos Sociales de XXXX
NOVENO.-  En base a lo anterior, concluye el socio demandante  - en referencia a su escrito inicial de 15 de octubre de 2014 – requiriendo de este Árbitro que se acoja el suplico de la demanda judicial para así tener por reproducidas las expuestas en ésta, por lo que pasamos a transcribir aquél  (documento nº 3 de la demanda): < se dicte sentencia estimatoria de la impugnación del “Acuerdo adoptado por la Asamblea General Extraordinaria de la Cooperativa demandada celebrada en fecha 28-6-2013”, así como del “Acuerdo del Consejo Rector de la Cooperativa demandada de fecha 12-3-2013”, declarándose su nulidad por ser nulos, y dejándolos sin efecto, o subsidiariamente declarándose su anulación y/o anulabilidad por ser anulables, dejándolos igualmente sin efecto, y en ambos casos se acuerde la suspensión preventiva de los mismos (…) >
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXX
Por otra parte, la  Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXX, provincia de XXX, en XXXX, provista de C.I.F. nº XXXX  y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad el letrado del I.C.A. de Cuenca, Don XXXX, colegiado nº XX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad  Don XXXX, provisto de DNI nº XXXX;  que se opuso a las pretensiones del socio ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y posterior de contestación a las alegaciones, de fecha 02 de enero de 2015, en el que planteó de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   La Cooperativa demandada de inicio señaló que el actor fue socio fundador de la entidad desde su constitución el 29 de octubre de 2004, y que como tal, perteneció a la misma hasta que solicitó su baja voluntaria mediante escrito fechado el 23 de agosto de 2012 y entregado a la entidad el 29 de agosto de 2012.

Como consecuencia de esa solicitud, por acuerdo del Consejo Rector de fecha 26 de octubre de 2012 se declaró la referida baja voluntaria como injustificada, surtiendo efectos desde el 29 de agosto de 2012 – fecha de su recepción -, dentro del ejercicio social 2011-2012. El ejercicio social de la Cooperativa estatutariamente abarca desde el 01 de septiembre hasta el 31 de agosto del año siguiente.

Dicho acuerdo del órgano de administración se habría comunicado en fecha 22 de noviembre de 2012, y notificado vía burofax de fecha 27 de noviembre de 2012 al socio demandante, siendo recibido por éste el día siguiente 28 de noviembre de 2012.

SEGUNDO.- Destaca la Cooperativa que frente al acuerdo que califica la baja del socio, éste no interpuso recurso o impugnación alguna ni en plazo legalmente establecido ni con posterioridad, lo que conlleva la aceptación de su contenido y razonamientos, como tal baja voluntaria injustificada.
TERCERO.- A raíz de la situación de baja del socio, la Cooperativa procedió a realizar la liquidación y reembolso de las aportaciones del socio don XXXX, cuyo acuerdo se adoptó en fecha 12 de marzo de 2013 por el Consejo Rector.

Ante el rechazo del socio en recibir la notificación de dicha liquidación vía burofax, se remitió por conducto notarial en fecha 29 de abril de 2013, cuyo contenido y saldo correspondería a la documentación aportada por el propio demandante, por un total de 223.153,21euros.
CUARTO.- Contra dicha liquidación interpuso el socio recurso ante la Asamblea General, que conoció del mismo en su reunión celebrada en fecha 28 de junio de 2013 acordando su desestimación, siendo notificada esta resolución en fecha 28 de agosto de 2013.

El actor formuló demanda de juicio ordinario contra dichos acuerdos, y como ya se ha recogido en el presente Laudo fue admitida la declinatoria de jurisdicción presentada de contrario por la Cooperativa.

QUINTO.- Para el cálculo de la citada liquidación se tomó en consideración el ejercicio económico 2011/2012, cerrado a fecha 31 de agosto de 2012, por la que la baja solicitada se cobró efectos en aquél, siendo aprobadas las cuentas anuales de este ejercicio en la Asamblea celebrada  el 21 de diciembre de 2012.

Con relación a los conceptos y partidas que se impugnan de la liquidación, la Cooperativa señala que:

a) Facturas pendientes de pago: 1.404,52 euros; corresponde a suministros facilitados al socio y pendientes de pago, junto con los gastos bancarios derivados de su devolución.

b) Parte participaciones obligatorias pendientes: 38.623,08 euros; en este supuesto estaría fundamentada en la obligación del actor junto con el resto de socios de realizar aportaciones dinerarias hasta un total de 621.100,00 euros, habiendo sido adoptado dicho acuerdo en Asamblea de fecha 20 de noviembre de 2006.

c) Parte proporcional de deudas de la entidad por inversiones: 207.551,86 euros; que tendría justificación en la parte proporcional según su actividad cooperativizada en las inversiones realizadas y pendientes de abono por la Cooperativa.
d) Sobre la deducción realizada del 20 por ciento sobre sus aportaciones obligatorias (10.519,81 euros) y la parte proporcional de daños y perjuicios sobre gastos generales (18.331,13 euros) serían la lógica consecuencia de la calificación como injustificada de la baja del socio.

SEXTO.-   Finalmente, la Cooperativa alegó la caducidad de la acción interpuesta por considerar que si bien, el plazo quedó interrumpido por la interposición de demanda de juicio ordinario, desde que se le notifica al actor la firmeza sobre el archivo del procedimiento judicial iniciado, en fecha 03 de setiembre de 2014, el socio no ha procedido a reiterar su intención de impugnar el acuerdo social objeto del presente arbitraje, por lo que su acción de impugnación habría caducado.
SÉPTIMO.-  Como conclusión final, la demandada solicitó de este Árbitro que se declarara de inicio la caducidad de la pretensión del socio, y con ello, su desestimación íntegra, para luego pedir con carácter subsidiario que se dictara laudo con la desestimación de la solicitud ratificando el acuerdo social impugnado.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró la vista preliminar de manera simultánea con la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 20 de febrero de 2015, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.

Dicha unificación de fases se fundamenta en la aplicación de lo previsto en el artículo 4 del Reglamento, que establece como principios rectores del procedimiento arbitral los de economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad, dando así contenido efectivo al arbitraje como medio para la resolución extrajudicial de conflictos
Tanto la citada vista preliminar como la vista definitiva se celebraron en la sede de los Servicios Periféricos de la entonces denominada Consejería de Empleo y Economía de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha en la localidad de Cuenca, sitos en el Parque San Julián, número 14, de la ciudad de Cuenca, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de equidad, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante del solicitante en el presente procedimiento, DON XXXX, acompañado de su letrado Don XXXX, colegiado del ICA de XX nº XX; así como de la parte demandada, la Cooperativa XXXXX,  representada en este acto por su presidente DON XXXX con DNI nº XXXX, y del letrado Don XXXX, colegiado del ICA de Cuenca con nº XX.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente, asimismo la Cooperativa solicitó igualmente que se tuvieran por reproducidos los adjuntados con la contestación haciendo suyos los que constan en la demanda de inicio.
Habiéndose admitido por este Árbitro la totalidad de medios de prueba solicitados por las partes, se dio entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones provisionales, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación.

Con posterioridad, y a la vista de los medios de prueba que este órgano había solicitado como diligencia final, por cuanto se alegó por la representación del actor que habiéndose divorciado de su esposa, estaba pendiente de resolución el inicial inventario de la sociedad de gananciales al efecto de su posterior liquidación, con lo que el objeto de este arbitraje afectaría igualmente al patrimonio que se adjudicara a la esposa en virtud de la referida disolución societaria.
Por este motivo fue aportado por el letrado del demandante en fecha 11 de marzo de 2015, un gran número de resoluciones judiciales y actos jurisdiccionales en relación con el inicial divorcio contencioso, el posterior inventario de bienes previsto para la disolución de la sociedad de gananciales, para finalmente llevar a la cabo la liquidación de la citada sociedad y la adjudicación de bienes y derechos que correspondan a cada cónyuge, junto con las deudas que corresponderían a dicha sociedad.

A la vista de los antecedentes expuestos, aún cuando al ser arbitraje de equidad no son preceptivos fundamentos jurídicos, el Árbitro que suscribe considera de necesaria inclusión los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuía el artículo 144 de la ya derogada Ley 20/2002, de 4 de noviembre de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y que reproduce en iguales términos el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional prevista en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, estableciéndose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
El demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 11 de noviembre 2014 petición que se fundamenta en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado, aunque requirió de este órgano que debió ajustarse su tramitación y resolución a la modalidad en Derecho.


Debemos señalar en este punto a la demandada que la elección de la modalidad en equidad se justifica en que la de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Reglamento, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para el de Derecho en la normativa estatal, en concreto en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Fundamento del arbitraje de equidad.
El Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio, con la Constitución. Como consecuencia más inmediata de dicha doctrina es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

Para dar el verdadero significado y expresión de los límites y facultades que tienen cabida dentro del arbitraje de equidad, este órgano arbitral considera necesario señalar los criterios que desde la doctrina y jurisprudencia de nuestros Tribunales definen a esta figura jurídica.

Desde la perspectiva constitucional se fija entre otras resoluciones por el Tribunal Constitucional, Sentencia de la Sala 2ª de 16 de marzo de 1988, en el que señala que “la  función que cumple el arbitraje de equidad es la de constituir una vía de solución de conflictos mediante la decisión de terceros a los que se otorga un amplio margen de ponderación de las circunstancias de las actitudes según su leal saber y entender, flexibilidad ésta de ponderación que separa el juicio de equidad del basado en Derecho estricto y que lleva a concebir el objeto de la controversia como un todo orgánico”; de manera que los árbitros tienen la posibilidad de ponderar, calibrar, graduar y atemperar la solución que estimen procedente, buscando así soluciones intermedias entre las posiciones máximas de las partes. 

En especial, si el árbitro de equidad es licenciado en Derecho nada le impide, si así lo quiere hacer, aplicar las normas legales – sea directamente, o por analogía, o mediante las cláusulas de abuso de derecho y fraude de ley, y en su caso mediante moderación equitativa de las normas - y sólo en ausencia absoluta de ellas decidir según equidad, a lo que le faculta el convenio arbitral, del mismo modo que una norma legal expresa ha de facultar al Juez a decidir de manera exclusiva en equidad (artículo 3.2 Código Civil).

Estamos ante un proceso especial, ajeno a la jurisdicción ordinaria con simplicidad de formas procesales y uso de arbitrio en el de equidad, sin necesidad de motivación jurídica, aunque dando a las partes la oportunidad adecuada de ser oídas y de presentar las pruebas que estimen necesarias. Siendo de aplicación los principios de igualdad ante las partes, audiencia, contradicción y flexibilidad, que se recogen en el artículo 4 del Reglamento y en el artículo 24 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


Por lo ya afirmado, el Tribunal Supremo en las resoluciones de la Sala de lo Civil define el arbitraje de equidad – STS 22 de junio de 2009, recogiendo otras como la STS de 30 de mayo de 1987 y las SSTS de 8 y 20 de noviembre de 1985 -, como aquel en el que los laudos no deben desconocer o contravenir las normas de Derecho positivo, pero que fundamentalmente deben atenerse a criterios de justicia material fundados en principios y premisas que sirvan para fundar la argumentación del laudo, de manera que cuando es un arbitraje de equidad resulta especialmente relevante la justicia del resultado obtenido y su coherencia con los principios que le son de aplicación al caso.

 Así también se recoge por otros órganos jurisdiccionales como la SAP Castellón de 11 de diciembre de 2008 -  y  más recientemente las SSAP Madrid de 30 de junio de 2010 y 30 de septiembre de 2010 -, que definen el arbitraje de equidad como aquel en que la resolución del conflicto interindividual de intereses se alcanza por los árbitros con arreglo a su leal saber y entender, sin necesidad de proceder a la aplicación de las normas jurídicas estatales, o de ámbito autonómico, como sucede en el presente caso.
CUARTO.-  Sobre la excepción planteada por la Cooperativa en materia de caducidad de la acción.
Este órgano arbitral, con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante la excepción alegada de inicio, viene a resolver sobre ésta comenzando sobre la caducidad de la acción, lo que conduciría, de estimarse, a la finalización del procedimiento.
No cabe por este Árbitro la admisión de la excepción planteada, por cuanto los procedimientos arbitrales - en esencia anti formalistas -, más aun cuando se trata como en el presente caso de su tramitación bajo su modalidad de equidad, obliga a este órgano a valorar el cumplimiento seguido por las partes contendientes en los plazos y formas, y el respeto exigible normativamente para las distintas fases del iter una vez que se produce la baja de un socio de una sociedad cooperativa y los efectos económicos que de dicho hecho jurídico se derivan.

Como ha declarado el Tribunal Constitucional, el arbitraje de equidad “constituye … uno de los supuestos a los que indirectamente se refiere el art. 3.2 Cc. Cuando… autoriza su uso de manera exclusiva en las resoluciones de los tribunales en el caso de que la Ley expresamente lo permita” (STC 43/1988, de 16 de marzo). La utilización de la equidad como elemento interpretativo no convierte el arbitraje de derecho en un arbitraje de equidad (SAP Madrid 14 septiembre 1990). En el arbitraje de equidad “los árbitros no tienen precisión de acomodarse al rigor de las reglas procesales o sustantivas establecidas por la Ley” (STS 14 julio 1986) sino que pueden “decidir con libertad de criterio y fundamentos y empleando fórmulas flexibles que escapan al control judicial, que ha de detenerse ante el fondo de lo resuelto por el árbitro dentro de su competencia”. La única limitación que tiene el árbitro en el arbitraje de equidad es que ha de motivar el laudo, a menos que las partes hayan convenido otra cosa (artículo 37.4 Ley de Arbitraje).

Que se haya dado inicio a este arbitraje trae su causa fundamental en la alegación por parte de la Cooperativa ante el juzgado de la excepción de jurisdicción ante la demanda - al amparo de la jurisdicción civil – que se había interpuesto por el socio don XXXX sobre estos mismos hechos societarios. La voluntad expresa respecto al inicio de este arbitraje, aun cuando no es la parte actora, corresponde a la Sociedad Cooperativa íntegramente y no parece concordar aquélla con la alegación de la caducidad en el trámite de oposición, considerando además que estamos ante un arbitraje de equidad, con lo que esto supone en cuanto a la obtención de una “solución” que, como ya se ha reflejado en el apartado anterior, debe analizar y definir el conflicto como una unidad. A lo anterior hay que añadir el propio control previo de admisión que la Comisión de Arbitraje, Conciliación y Mediación del Consejo Regional lleva a cabo. Todo ello conduce a reiterar la desestimación de la excepción de caducidad planteada, procediendo a entrar en la valoración del fondo del asunto.
Con relación a la solicitud que realiza la Cooperativa, sobre la necesidad de que este arbitraje se tramite en su modalidad en Derecho, no puede por este Arbitro admitirse, por cuanto olvida la demandada que la elección de la modalidad de arbitraje, regulada en el artículo 15 de dicha norma, de forma expresa establece que: “El arbitraje establecido en este Decreto será de equidad, a menos que ambas partes contendientes acuerden expresamente que el arbitraje sea de derecho. “
Y esta potestad de elección reside en el solicitante, de manera expresa reconocida en el artículo 17.1, letra d) del Reglamento, que entre los contenidos mínimos a integrar una solicitud de arbitraje establece que: “d) La petición expresa de sometimiento de la cuestión litigiosa a arbitraje, con indicación de si se trata de arbitraje de equidad o de derecho.”; de esta forma corresponde la elección de la modalidad a la parte promotora del arbitraje
QUINTO.-  Sobre la solicitud y calificación de de la baja solicitada por D. XXXXX
Este Árbitro tiene que señalar de inicio, tanto en este concreto punto como en el resto del presente arbitraje, va a regirse por los preceptos recogidos en la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha (LCoop), dejando de lado los Estatutos Sociales de XXXX, y esto se debe a que el actor ha aportado al procedimiento (documento nº 2 de la demanda) los Estatutos adaptados a la citada Ley, y cuyo articulado, contenido y numeración no corresponden con los recogidos en la comunicación notarial por parte de la Cooperativa en cuanto a su liquidación y reembolso, lo que nos hace entender que regían otros al momento de la baja y su tramitación – máxime cuando el artículo 13 de los Estatutos que constan en autos, prohíben la baja voluntaria de los socios -, pero que tampoco se han aportado al procedimiento por parte de la Cooperativa, y por ello le son desconocidos a este órgano arbitral.
De manera evidente, la propia comunicación de baja del demandante es calificable como mínimo de confusa, dado que mezcla diversos conceptos en su redacción, ya que se habla de unos precios sobre alquileres de locales propiedad de la Cooperativa y de manera simultánea señala una disconformidad con modificaciones estatutarias, que no concreta – pero en la vista también se alegó cese en la actividad de explotación -,  y si bien encabeza dicha comunicación como “Preaviso de baja voluntaria”, no indica una fecha de efectos ni precepto alguno legal o estatutario que permita al menos indiciariamente conocer ésta, siendo fechada esa comunicación el día 23 de agosto de 2013. 
El artículo 28.1 in fine de la Ley autonómica establece que: “A todos los efectos, la solicitud de baja se considerará realizada desde el momento en que fuese recibida por la cooperativa, prueba que recae sobre la persona solicitante.”; y no habiéndose opuesto por parte del actor a la fecha del 29 de agosto de 2013 como la de su notificación, se otorga la misma a la baja solicitada por el demandante, así como los efectos que de ella se deriven. Respecto al desarrollo del acuerdo del Consejo Rector en fecha 26 de octubre de 2012, por el que acuerda sobre la calificación de la baja solicitada no adolece de vicio alguno ni en el fondo ni en la forma, y por parte del demandante no se ha acreditado que incurriera en algún defecto o incumplimiento, sin que puedan enjuiciarse como argumentos válidos de examen, meras y vagas invocaciones a situaciones de indefensión o de falta de concreción en los hechos, cuando la propia comunicación solicitando la baja no permite una mínima valoración coherente.
La Cooperativa si da cumplida respuesta a la solicitud de baja, y así lo acredita en su burofax enviado en fecha 27 de noviembre de 2013 – dentro del plazo de tres meses establecido por el artículo 28.3 de la LCoop -, y si bien de forma expresa se refiere al incumplimiento del artículo 15.1º y 58.1º ambos de los Estatutos de XXXX, en cuanto al plazo de preaviso previsto para solicitar la baja – debiendo reiterar que no le consta la existencia de ese plazo estatutario al Árbitro -, y que por parte del socio tampoco se opone nada al respecto.

Se refiere en dicha contestación a un acuerdo de Asamblea General de fecha 23 de diciembre de 2011 (aunque en el mismo texto se fecha esa Asamblea el día 23 de diciembre de 2012), en la que se habría fijado la prohibición de baja estatutaria y cautelarmente, desde esa misma fecha, habría operado la citada prohibición sobre la  que habría transcurrido el plazo establecido en el artículo 28.5 letra a) de la LCoop:
“a) La adopción de acuerdos por la asamblea general que impliquen obligaciones o cargas gravemente onerosas, no previstas estatutariamente, si el socio manifiesta su disconformidad por escrito al órgano de administración de la cooperativa, en el plazo que fijen los estatutos, que no podrá ser inferior a quince días ni superior a cuarenta, contado desde el día siguiente a la adopción del acuerdo para los socios presentes en la asamblea general y desde el día siguiente a la notificación del acuerdo para quienes estuvieran ausentes. En ambos casos deberá formalizar su solicitud de baja dentro del mes siguiente a la fecha de realización de la asamblea o de la presentación de dicho escrito.”
En particular, si como parece querer deducirse, el motivo último de la baja solicitada por el socio demandante estaría fundada en la prohibición de baja voluntaria del artículo 30 LCoop, esta misma norma prevé la posibilidad de ejercitar su derecho de separación al socio disconforme, y a la vista del tiempo transcurrido parece obvio que el socio – si era esta su intención – dejó decaer su derecho por el transcurso del tiempo, así dicho artículo establece:
“El derecho de baja voluntaria podrá prohibirse estatutariamente, salvo lo específicamente previsto para cada clase de cooperativas, mediante acuerdo favorable de los dos tercios de votos presentes o representados en la asamblea, pero, en todo caso, los socios siempre ostentarán el derecho a transmitir sus participaciones sociales a otro miembro de la cooperativa o a un tercero y salir de la sociedad, conforme al régimen previsto legal y estatutariamente para la transmisión de su condición.

Quienes asistieran a la asamblea y hubieran votado en contra del acuerdo de prohibición de baja voluntaria, acreditándolo mediante su constancia en acta o la notificación ulterior prevista en el artículo 28.5.a), así como los socios ausentes que comunicaran en el plazo de cuarenta días su disconformidad mediante escrito dirigido al órgano de administración, podrán ejercer su derecho de separación o baja, que tendrá siempre la consideración de justificada.

En estos casos tendrán derecho al reembolso de sus participaciones sociales conforme a las condiciones generales en que se regulare este derecho en la cooperativa.”
Considerando así el desarrollo de los hechos que las partes señalan en sus escritos, y que como destaca la Cooperativa en su escrito, el actor no ha presentado recurso o impugnación alguna frente a la calificación de su baja y los efectos que le son inherentes, quedando debidamente justificada que la comunicación fue objeto de recepción en fecha 28 de noviembre de 2013 por el actor, cabiendo entonces confirmar el carácter de INJUSTIFICADA de la baja voluntaria solicitada por don XXXXX ante la entidad XXXX y la plena validez del acuerdo que como tal la calificó.
SEXTO.-  Sobre el acuerdo de desestimación del recurso interpuesto por el actor contra la liquidación dispuesta por el Consejo Rector

Cuando el socio impugna el acuerdo desestimatorio de su recurso, olvida que la propia Ley 11/2010 en su artículo 28.3 señala que la facultad para calificar y determinar los efectos de la baja voluntaria es competencia del órgano de administración, en este caso el Consejo Rector, reservando a la Asamblea General (o al Comité de Recursos de existir dicho órgano) en el apartado sexto del mismo precepto, únicamente el conocimiento y resolución de la impugnación de calificación y efectos de la baja, sin perjuicio de su posterior recurso en vía jurisdiccional o cuasi jurisdiccional como sucede en el presente procedimiento arbitral.

Queda acreditado que el derecho de defensa del demandante se ha respetado en cuanto a sus garantías y votación secreta que se realiza por parte de los socios en la Asamblea General, que con carácter extraordinario se celebró en fecha 28 de junio de 2013.
SÉPTIMO.-  Sobre la liquidación y reembolso de las participaciones sociales cooperativas derivada de la baja solicitada por D. XXXXX
Con el fin último de realizar un estudio detallado de la liquidación efectuada por la Cooperativa, examinando los diferentes conceptos y su admisión o no, desglosaremos cada uno de los epígrafes que consta en la notificación de la liquidación que notarialmente se comunicó al socio (documento nº 2 de la oposición):
A) Sobre las participaciones sociales
Se reconoce por parte de XXXX unas participaciones obligatorias de inicio por un importe de 52.599,06 euros – detallada en la nota explicativa primera del documento -, a las que suma otros 678,23 euros en concepto de liquidación de uva entregada de la Campaña 2011/2012, lo que genera un importe a favor del socio de   CINCUENTA Y TRES MIL DOSCIENTOS SETENTA Y SIETE EUROS CON VEINTINUEVE CÉNTIMOS DE EURO (53.277,29 €)
Cantidad que no se ha impugnado por parte del socio por lo que es pacífica para ambas partes y sirve como módulo sobre el que efectuar las posibles deducciones.

De igual manera, y dada su relevancia, hay que destacar el porcentaje de participación en la actividad cooperativizada en los cálculos e imputaciones de gastos y de ingresos, la Cooperativa lo estableció en un porcentaje del 14,87 %, que derivaría – según se recoge en el requerimiento notarial – de las medias obtenidas en las Campañas 2007/2008 hasta la Campaña 2011/2012 entre la totalidad de uva entregada a la Cooperativa en las mismas y la aportada por don XXXX. Este es un sistema de cálculo plenamente admitido por el sector cooperativo para cuantificar esa actividad, dada la variabilidad y fluctuaciones en el desarrollo de la producción de las campañas agrícolas y cuyas cifras tampoco han sido objeto de impugnación.
B) Sobre la factura pendiente de pago
Por parte de la Cooperativa se reclama el pago de una factura por importe de 1.404,52 euros, compuesta por diversos suministros por valor de 1.294,23 euros de principal, 103,54 euros de I.V.A. y unos gastos por devolución girados por la entidad GLOBALCAJA de 6,76 euros.

Dicha factura y los gastos que se originan por la devolución tras su giro (documentos nº 5, 6 y 7 de la oposición) se reclamaron a través de burofax de fecha 27 de noviembre de 2012, sin que por parte del socio tras su notificación, efectuara oposición real y fundada a su cobro desde este requerimiento hasta su incorporación en la liquidación efectuada en el mes de abril de 2013. De esta manera se otorga validez a la reclamación en su totalidad, resultando una deuda del actor por importe de MIL CUATROCIENTOS CUATRO EUROS CON CINCUENTA Y DOS CÉNTIMOS DE EURO (1.404,52 €).
C) Sobre la parte proporcional de las aportaciones obligatorias pendientes
Bajo este concepto, XXXX establece la cantidad de 38.623,08 euros, que traerían causa del hecho de que en la Asamblea General de fecha 20 de noviembre de 2006, y así se expresó en la vista del procedimiento, para que GLOBALCAJA autorizara un préstamo para la inicial inversión de la Cooperativa, exigió que los socios capitalizaran simultáneamente la entidad hasta que su capital social alcanzara la cuantía de 621.100,16 euros. El instrumento elegido para obtener dichos fondos propios se fijó en un descuento sobre el precio a pagar en cada campaña por el kilogramo de uva con dicho fin.
Para obtener la cuantía de las participaciones obligatorias restantes que debe aún suscribir el socio frente a la Cooperativa, ésta se obtiene empleando un porcentaje del 14,6872 % sobre el capital, resultante de aplicar la cuantía de las participaciones obligatorias de don XXXX en relación al capital social total de la Cooperativa a la fecha de su baja como socio. Una vez que se aplica el referido porcentaje a la cantidad de 262.970,99 euros – importe pendiente para alcanzar la cifra de capital requerida por la entidad financiera –, resultaría una deuda a favor de XXXX de 38.623,08 euros.
La Cooperativa fundamenta la exigencia de estas aportaciones en base al artículo 82.2 letra a) en su segundo punto de la LCoop: 
“Se deducirán aquellas obligaciones de pago que el socio tenga pendientes con la cooperativa derivadas de su participación en la actividad cooperativizada, así como la parte proporcional que, de acuerdo a la actividad cooperativizada realizada por el socio, le corresponda de las deudas de la sociedad vinculadas a inversiones realizadas y que estén pendientes de pago, así como aquellas otras obligaciones por cualquier otro concepto.”
Ciertamente, respecto de la copia del acta que aprueba la Asamblea General en 2006 que consta en el expediente, si bien no tiene una redacción excesivamente clara, establece de forma literal la necesidad de dichas aportaciones por parte de los socios, y tanto su contenido como el reiterado cumplimiento por los socios durante estos años de las obligaciones con origen en ese acuerdo societario no se ha puesto en contradicción por ninguna de las partes, por lo que debe admitirse y reconocerse por este Árbitro tanto su concepto como su cuantía.
No consta ni tampoco se alegó de contrario por el socio que hubiera ejercitado oposición alguna a dicho acuerdo societario, o que hubiera hecho ejercicio del derecho de separación, reconocido como causa suficiente para solicitar la baja voluntaria en el artículo 30.5 de la derogada Ley 20/2002 de Cooperativas, vigente a esa fecha, que debe ser calificada de forma necesaria como justificada.
D) Sobre la parte proporcional de las deudas de la entidad por inversiones pendientes
Este ha sido tema muy controvertido en los procedimientos arbitrales en materia cooperativa, en cuanto a la posibilidad de deducir inversiones pendientes de pago a la fecha de la baja como socio de la entidad, y como ya se puede concluir de la lectura del artículo 82.2 letra a) en su segundo punto de la LCoop, la norma faculta a la Cooperativa a reclamar su abono en proporción a su actividad cooperativizada, cuyo porcentaje de cálculo ya se había establecido en el 14,87 %.
XXXX, en su comunicación de liquidación al demandante reflejaba una deuda pendiente por préstamo hipotecario con GLOBALCAJA para la construcción de la Bodega por un importe de 1.368.325,78 euros, a la que sumaba otra deuda derivada de un préstamo ICO Inversión - con la misma entidad financiera - por valor de 27.450,00 euros, empleado en la compra de depósitos. De las deudas anteriores resultaba así una capital pendiente de amortizar por importe de 1.395.775,78 euros, cuya existencia y cuantía se ha certificado por GLOBALCAJA a fecha 31 de agosto de 2012, cuando se cierra el ejercicio 2011/2012 en el que causó baja el demandante (documento nº 9 de la oposición). De igual forma que en el apartado anterior, no consta que cuando se aprobaron dichas inversiones el demandante se opusiera a éstas o que hiciera valer su derecho de separación ante su aprobación por su gravosidad.
Aplicando el referido porcentaje del 14,87 % sobre dicha cuantía resultaría una deuda del demandante a favor de la Cooperativa demandada por importe en este concepto de   DOSCIENTOS SIETE MIL QUINIENTOS  CINCUENTA Y UN EUROS CON OCHENTA Y SEIS CÉNTIMOS DE EURO (207.551,86 euros).Tanto la posibilidad de reclamar por esa inversiones pendientes de amortización, como su cuantía se ajustan a la normativa vigente y se consideran válidas por este Árbitro.
E) Sobre la deducción de 20 por ciento en las participaciones obligatorias por baja injustificada
El reconocimiento de las posibles deducciones y su cuantificación, no se dejan al mero arbitrio de los órganos rectores de las sociedades cooperativas, que son los competentes a tales efectos según la norma autonómica, sino que se fijan de manera expresa en este supuesto concreto en el artículo 82.2 letra a) en su tercer punto de la LCoop:
“En los casos de baja no justificada, se podrá establecer una deducción de las participaciones obligatorias que no podrá superar el veinte por ciento, mientras que en caso de exclusión esa deducción podrá alcanzar hasta el treinta por ciento.”
Como ya se ha determinado en el Fundamento Jurídico 5º de este mismo Laudo, la baja voluntaria y calificación como injustificada, cumple la normativa y el resto de los trámites y procedimientos establecidos, por lo que es ajustada a Derecho la aplicación de la deducción - dentro de los límites legales – a las participaciones obligatorias del socio demandante.
La aplicación que hace la Cooperativa sobre la cifra de las aportaciones obligatorias, que como ya se ha expresado anteriormente no se han visto contradichas, supone de hecho que sobre la cifra de 52.599,06 euros se aplique una deducción por valor de DIEZ MIL QUINIENTOS DIECINUEVE EUROS CON OCHENTA Y UN CÉNTIMOS DE EURO (10.519,81 €), que es plenamente admitida por este Árbitro
F) Sobre la indemnización por daños y perjuicios e imputación proporcional de gastos generales
En este concreto caso, la Cooperativa invoca la aplicación del artículo 15.2 de los Estatutos Sociales de XXXX que, según la Cooperativa, conllevaría la obligación por parte del socio de abonar en concepto de daños y perjuicios, la parte proporcional de gastos generales que le hubiese correspondido pagar durante el tiempo que falte hasta la fecha del término del plazo teórico de preaviso de la baja, que en este concreto caso se extendería en su totalidad por los seis meses que se habrían incumplido, incrementados en un 10 %, calculados conforme a la participación del socio en la actividad cooperativizada en los últimos cinco años anteriores; y que la Cooperativa calcula en un importe de 18.331,13 euros.
Como ya expusimos al comienzo del Laudo, el texto de los Estatutos utilizado para la liquidación no se ha aportado al procedimiento por ninguna de las partes, de forma que este órgano arbitral carece de norma de contraste de esta concreta obligación estatutaria, que de existir tendría su amparo en el artículo 28.1 LCoop como señala XXXX en su escrito de contestación, pero de la que no existe la prueba indubitada de la existencia de aquélla. Igualmente, los gastos generales (personal, inmovilizado, …) que se imputan al socio en la comunicación notarial de liquidación, no han quedado acreditados en el procedimiento por lo que no se pueden ser admitidos como módulo de cálculo
A más, entre la facultades de un Árbitro se encuentra la de moderar y atenuar, en su caso, las posibles consecuencias económicas derivadas de la controversia considerándola como una relación jurídica compleja. Si bien se han admitido en este Laudo las deducciones que sobre las participaciones sociales del demandante se han efectuado, junto con la aportación de las que quedarían pendientes de desembolso y unido a la reclamación de las cantidades derivadas de las inversiones pendientes de amortizar, a juicio de este órgano arbitral carece de una verdadera justificación y amparo esa pretendida indemnización por daños y perjuicios obtenida de la imputación que se pretende sobre los gastos generales, más teniendo en cuenta que los intereses generales de la Cooperativa como entidad han quedado reconocidos y salvaguardados en cuantías muy destacadas.
Por lo expuesto, y realizando una valoración de conjunto  no puede admitirse la pretendida indemnización por daños y perjuicios establecida en la liquidación realizada a don XXXX por importe de  DIECIOCHO MIL TRESCIENTOS TREINTA Y UN EUROS CON TRECE CÉNTIMOS DE EURO (18.331,13 €). 
G) Liquidación resultante de las participaciones sociales cooperativas del demandante
Participaciones obligatorias




52.599,06 €
Liquidación uva campaña 2011/2012


   
    678,23 €

SUBTOTAL






53.277,29 €

Facturas pendientes de pago


  

  1.404,52 €

Parte prop. Aportaciones Obligat.


  
36.623,08 €

Parte prop. Deudas Inversiones


          
          207.551,86 €

Deducción 20% Aportaciones




10.519,81 €

SUBTOTAL





          258.099,27 €
TOTAL LIQUIDACIÓN


                 - 204.821,98 €
En base a los cálculos establecidos, se acuerda declarar como válida la liquidación realizada por XXXX respecto de las participaciones sociales cooperativas del socio don XXXX – exceptuando las expresamente inadmitidas en este Laudo -, resultando un saldo definitivo a favor de la Cooperativa para su abono por el socio, con un importe de DOSCIENTOS CUATRO MIL OCHOCIENTOS VEINTIUN EUROS CON NOVENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (204.821,98 €).
OCTAVO.- Sobre la legalidad y legitimidad de las deducciones practicadas
Como ya se ha venido exponiendo, la frecuente interposición de demandas en vía jurisdiccional y arbitral sobre las liquidaciones practicadas a aquellos socios que causan baja de una Sociedad Cooperativa, sea ésta de carácter voluntario u obligatorio, han generado numerosa jurisprudencia de nuestros tribunales y pronunciamientos de los Árbitros en sus laudos, que obliga a éstos últimos - sujetos a los principios de contradicción y de igualdad entre la partes - a que no se puedan emplear criterios distintos a los que ya han incorporado en sus fundamentos jurídicos en controversias anteriores con identidad de hechos y de fundamentos.

El demandante, en su escrito de inicio, únicamente ha argumentado sus pedimentos en la reproducción de numerosos preceptos de la legislación cooperativa, sin que haya establecido una mínima construcción jurídica o nexo lógico que de soporte o justificación a sus pretensiones, que si bien no es imprescindible en un arbitraje en modalidad de equidad, resta fuerza a las afirmaciones vertidas en su demanda

Así, es doctrina reiterada en numerosos laudos dictados por este mismo órgano arbitral sobre la Sociedad Cooperativa, que por su propia naturaleza y principios que la informan, le son de aplicación diferentes criterios a los que se someten las sociedades de naturaleza mercantil:

"Originalmente se configuró su contenido como primer principio cooperativo de <Libre adhesión y libre retiro>, que en la nueva redacción dada por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, ha pasado a denominarse de “Adhesión voluntaria y abierta”.

El contenido de este primer principio se resume por el movimiento cooperativo 
como la no existencia de ninguna razón discriminatoria que impida entrar o que 
provoque la salida de alguien de una cooperativa. Como bien dice este Principio 
sólo se exigen dos requisitos a la hora de entrar en una cooperativa: 

a) Por un lado: ser capaz de utilizar sus servicios, porque la esencia de la cooperativa como empresa es satisfacer unas necesidades. No se puede formar parte de una cooperativa aportando un capital con el único objetivo de multiplicarlo sin preocuparse por más, como ocurre en las empresas mercantiles.
b) Por el otro: aceptar las responsabilidades de la condición de socio. El valor de la autorresponsabilidad se refleja en el primer principio. Todo el mundo que entra en una cooperativa tiene que asumir el proyecto como suyo, con las responsabilidades que correspondan.
El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los principios generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos en el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre.
Esos mismos principios, en concreto el tercero “Participación económica de los asociados”, supone para los socios que deben contribuir equitativamente al capital de sus cooperativas y que lo gestionan de forma democrática, siendo al menos parte de ese capital propiedad común de la cooperativa, asumiendo también esas obligaciones de forma equitativa. 

El proyecto en común que supone una sociedad cooperativa debe tener una viabilidad económica y de rentabilidad a largo plazo, tanto en la cantidad de producto que gestiona la entidad como en unos ingresos que hagan posible hacer frente a las responsabilidades ante los socios y frente a los terceros con quienes la cooperativa junto con sus socios libremente ha contraído. Eso motiva que frente a las bajas voluntarias que se solicitan en el legítimo ejercicio de su derecho por los socios, puedan ser sometidas sus liquidaciones a deducciones por la sociedad cooperativa como consecuencia de compromisos con terceros e inversiones anteriores no amortizadas y aceptadas por los socios en ejercicios anteriores."

Pero este tratamiento distinto no sólo tiene un reconocimiento legislativo, sino que nuestro Tribunal Supremo ha establecido en particular sobre nuestra legislación cooperativa regional su propia doctrina, que justifica la existencia de las deducciones y su aplicación al socio que causa baja, de forma que su saldo, como en este concreto caso, pueda resultar deudor frente a la Cooperativa, y que ya se recogió por este órgano arbitral en el procedimiento AR-02/2014, por lo que reproducimos su fundamentación en el presente Laudo:
“La misma resolución del Tribunal Supremo que la actora aporta en la reciente sentencia de su Sala Primera, STS nº 48 de fecha 06 de febrero de 2014, que estudia la aplicación de la ya derogada norma regional Ley 20/2002 de Cooperativas, señala en su fundamento jurídico Séptimo que "los principios que informan el régimen jurídico de las sociedades cooperativas son muy diferentes a los que informan las sociedades de capital", y continua nuestro alto tribunal estableciendo que respecto a la función del capital social, éste "tiene en la sociedad cooperativa una función muy diferente a la que tiene en la sociedad de capital, de modo que no constituye el criterio básico para atribuir a los socios los derechos políticos y económicos en la sociedad, papel que corresponde a la actividad cooperativizada."
Concluye en este punto estableciendo la resolución que "el socio cooperativista no tiene un derecho a un <valor razonable> de su participación en el capital social, consistente en una cuota del patrimonio social de la cooperativa, fijada, a falta de acuerdo, por un experto independiente, como ocurre en el caso de ejercicio del derecho de separación por el socio de una sociedad de capital (art. 353 del texto refundido de la de Ley de Sociedades de Capital)."
El Tribunal Supremo en su extensa fundamentación sobre las deducciones a realizar al liquidar las aportaciones sociales, fundamento jurídico Noveno, apartado 3º, distingue entre la aplicación del criterio de empresa en funcionamiento sobre los socios que continúan en su vínculo societario por una aplicación futura de posibles pérdidas, al supuesto cuando se trate de los socios que "solicitan la baja en la cooperativa", respecto de los cuales la Sala aplica un criterio de liquidación, por el que se considera el capital que el socio aporta como "un capital de riesgo, que puede disminuir o incluso desaparecer como consecuencia de la imputación de las pérdidas de la cooperativa, hasta el punto de que el importe de la liquidación del reembolso resultará deudor para el socio (art. 61.3 de la ley autonómica)", actualmente recogido en letra b) del artículo 82.2 de la Ley 11/2010.  
Establece de forma categórica que "no es razonable que las pérdidas producidas mientras el socio permaneció como tal en la cooperativa no se deduzcan de las aportaciones que se le reembolsan", por el hecho de que se imputen en el caso enjuiciado a una cuenta especial para su amortización a ejercicios futuros. A juicio del Tribunal ello supondría "hacer cargar con la totalidad de las pérdidas a los socios que permanezcan en la cooperativa, pese a haberse producido en un período en que quienes se dan de baja participaban en la actividad cooperativizada que generó las pérdidas."; es decir, no tiene cabida la aplicación de la limitación de responsabilidad alegada por la actora sobre la base del artículo 7.4 de la Ley 11/2010.
Pero no sólo el Tribunal Supremo permite la práctica de las deducciones sobre el reembolso de las aportaciones, sino que también se pronuncia en el apartado 4º del mismo fundamento citado, sobre el plazo de cálculo para practicar la imputación de pérdidas, de forma que aunque se refiere a la Ley 20/2002, se aplique a la vigente regulación, cuando señala: "Tampoco se comete la infracción de ningún precepto legal por la aplicación de un período de cinco años para el criterio de la actividad cooperativizada que ha de regir la imputación de pérdidas. Los recurrentes reconocen que su pretensión de que el período que ellos sostienen, de un año, no está previsto en ningún precepto legal, ni tampoco el de cinco años prohibido."

De los argumentos y doctrina incorporados, queda de manera explícita,  reconocido y amparado normativamente tanto el derecho a la práctica de las deducciones sobre las aportaciones obligatorias de los socios, cuando se procede a la liquidación y reembolso de aquéllas, como la validez de los sistemas de cálculo empleados para su práctica.
NOVENO.- Sobre la situación patrimonial del demandante de resultas de su divorcio y disolución de sociedad de gananciales
Por parte de la representación letrada del demandante se alegó en la vista que a lo largo de la solicitud de la baja como socio de don XXXX y su posterior tramitación, tuvo lugar el divorcio de éste con su actual ex cónyuge doña XXXX, por sentencia de fecha 31 de julio de 2013. Dicha ruptura dio lugar a la disolución de la sociedad de gananciales, cuya liquidación tuvo lugar por Auto de fecha 16 de enero de 2014, afirmando que tanto la esposa como su hija doña XXXX habrían estado entregado uva a la Cooperativa de las fincas que eran de titularidad ganancial.
Una vez remitida gran parte de la documentación y actuaciones derivadas del divorcio del demandante, lo que para este Árbitro es evidente es que el único miembro de la familia que era socio activo y en situación de alta dentro de XXXX S era don XXXX, y que a la fecha de su solicitud de baja en la Cooperativa en agosto de 2012 el matrimonio continuaba vigente, sin perjuicio de otras situaciones fácticas o jurídicas en su convivencia que en nada afectan a este procedimiento. Tal es así, que la demandada únicamente puede dirigirse contra la persona que ha sido socio ante la entidad y ante terceros, sin perjuicio de que el actor pudiera reclamar cantidades a las personas ya citadas, por ser adjudicatarias de bienes afectos a su explotación agrícola y a la actividad cooperativizada, pero que en cualquier caso, sería un derecho o facultad que es ajena por completo a este procedimiento arbitral y que debe ejercitarse en diferentes vías jurisdiccionales por el demandante.
DÉCIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. A los efectos del Reglamento, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos procede dictar, en equidad, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la estimación parcial de la demanda de arbitraje de fecha trece de octubre de dos mil catorce, interpuesta por don XXXX, frente a la LIQUIDACIÓN de las aportaciones obligatorias de la misma, aprobada por resolución del Consejo Rector de fecha doce de marzo de dos mil trece, de la que resultaba  finalmente un crédito a favor de XXXX por un importe final de  DOSCIENTOS VEINTITRES MIL CIENTO CINCUENTA Y TRES EUROS CON ONCE CÉNTIMOS DE EURO (223.153,11 €).

Tanto los conceptos a emplear como las cantidades finales resultantes, de acuerdo a la valoración y los criterios expuestos en el Fundamento de Derecho Séptimo de este Laudo, conducen a que la citada cantidad citada en el párrafo anterior quede establecida en una deuda final a favor de la Cooperativa demandada por un importe de  DOSCIENTOS CUATRO MIL OCHOCIENTOS VEINTIUN EUROS CON NOVENTA Y OCHO CÉNTIMOS DE EURO (204.821,98 €), sin que quepa admitir la solicitud de nulidad, y subsidiariamente de anulabilidad, que se planteaba frente al acuerdo de liquidación citado, y calificando como válido al acuerdo desestimatorio del recurso formulado por el demandante ante la Asamblea General, que con carácter extraordinario tuvo lugar en fecha veintiocho de junio de dos mil trece.
Finalmente, se acuerda declarar ajustados a Derecho los plazos y forma de pago fijados en la notificación notarial de la liquidación respecto de las aportaciones sociales de don XXXX , de fecha veintinueve de abril de dos mil trece.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El presente Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.

Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Cuenca, a cuatro de agosto de dos mil quince.

Fdo.: Justo Juan Pliego Romero

EL ÁRBITRO
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